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y en el sistema político en general es 
sustantivo. El cambio de los partidos 
por la vía legal ha sido comprobado
en muchos casos concretos. ¿Por qué 
no pensar en el uso de ese recur-
so para llegar a lo que Ostrogorski 

planteó hace más de cien años? 
¿Por qué no institucionalizar una
utopía? Por lo menos en este caso,
desde ahora sabríamos que el futuro 
no será peor de lo que tenemos en el
presente.

        fines del siglo XX México fue 
     capaz de desmontar un régimen 
autoritario de gobierno y construir 
una germinal democracia. No fue una 
operación sencilla pero sí venturosa. 
Pasamos de un sistema monopartidis-
ta a otro de partidos equilibrados, de 
elecciones sin competencia a comicios 
competidos, y esos dos fenómenos
anudados modificaron de manera ra-
dical el mundo de la representación 
política. Lo que a su vez puso a fun-
cionar el entramado republicano que 
estaba diseñado en la Constitución: 
división de poderes, federalismo in-
cipiente, alta centralidad del poder 
legislativo, judicialización de un buen 
número de controversias políticas.

Pero la democracia no es una esta-
ción terminal. Es más, las estaciones 
terminales no existen. Y nuestra em-
brionaria democracia, como muchas 
en América Latina, tiene frente a sí un 
sinnúmero de retos que es necesario 

afrontar si no deseamos que lo alcan-
zado se desgaste.

El libro que aquí presentamos nos 
ofrece diferentes acercamientos al 
tema: debates conceptuales, institucio-
nes y actores políticos, sociedad civil y 
acción colectiva son los tres capítulos 
que encuadran nueve artículos y unas 
reflexiones finales. Son diversas entra-
das a un tema central del que depen-
derá la calidad de nuestra convivencia. 
Pero comentaré sólo dos.

Fernando Castaños, Álvaro Caso y 
Jesús Morales (“La deliberación: ori-
gen de la obligación moral de cumplir 
la ley”), desde una perspectiva nor-
mativa, se preguntan por qué y cómo
se logra que autoridades y ciudadanos 
cumplan con la ley.

No se trata, creo, de un tema impos-
tado ni secundario, sino todo lo con-
trario: informes como el del Programa 
de las Naciones Unidas para el Desa-
rrollo (PNUD) sobre el estado de la de-
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mocracia en América Latina, noticias 
de todos los días y algunos artículos 
académicos, han subrayado como uno 
de los déficits mayores de nuestras de-
mocracias los frágiles estados de dere-
cho que las arropan.

Los autores parten de dos enuncia-
dos fundamentales, de dos prescrip-
ciones centrales de los regímenes de-
mocráticos: 1) en una democracia los 
ciudadanos tienen la obligación moral 
de observar la ley, y 2) en una demo-
cracia es legítima la coerción del Es-
tado para hacer cumplir la obligación 
de observar la ley. Y en efecto, dado 
que la democracia supone, en el te-
rreno teórico, que todas las voces y 
corrientes políticas pueden expresarse 
y contender por la conducción de las 
instituciones del Estado, ello las obliga 
a cumplir con el “pacto” o el implícito 
fundador del sistema: que la contienda 
entre las opciones diferentes está re-
gulada por el derecho, que no vivimos 
en la ley de la selva o del más fuerte, 
sino que aspiramos a una disputa pa-
cífica, legal, institucional. Que la vida 
social toda transcurra por los cauces 
diseñados por las normas, y que cuan-
do éstas sean violadas, el Estado tenga 
la capacidad de punir a los infracto-
res.

Pero como a nadie escapa, esos dic-
tados no aparecen por arte de magia 
ni de la noche a la mañana. Son obje-
tivos que deben ser alcanzados, cons-
truidos. Y entonces las preguntas que 
formulan Castaños, Caso y Morales 
son estratégicas: 1) ¿cómo se obligan 
en la democracia unos ciudadanos 
frente a otros a cumplir la ley?, y 2) 
¿en qué se sustenta la autoridad moral

del Estado democrático para hacer 
cumplir la ley?

Dos interrogantes centrales, si es 
que deseamos la edificación de un au-
téntico Estado de derecho y por tanto 
una democracia fortalecida. Y su tesis 
es la siguiente: la obligación de cum-
plir la ley se deriva de la posibilidad 
que tienen los ciudadanos de partici-
par en las deliberaciones públicas o 
en la elección de representantes que 
deliberen.

De esa forma se genera un círcu-
lo virtuoso. La deliberación no sólo 
hace público lo que debe ser público, 
no sólo es el toque distintivo de la de-
mocracia, sino el vehículo a través del 
cual se forjan los compromisos básicos 
que cohesionan a una sociedad. Por 
supuesto que a los autores les asiste 
la razón. Por supuesto que el Estado 
“estará moralmente autorizado para 
hacer cumplir la ley” si se logra acei-
tar “el flujo deliberativo que vincula 
los procesos de formación de opinión 
pública, los de acceso al poder y los 
del ejercicio del poder”, lo cual sólo 
sucede si existen “instituciones de la 
democracia”.

Tienen razón. O sería más exacto 
decir: creo que tienen razón. Pero da-
ría un giro para enfatizar la propuesta. 
Se trata de construcciones sociales que 
reclaman tiempo y políticas destinadas 
a esos fines. No aparecen por el simple 
despliegue de la inercia y demandan 
auténticas operaciones políticas.

Sólo para ilustrar lo que quiero de-
cir con el término construcción, vale la 
pena detenerse en una edificación que 
costó casi dos décadas de trabajos: la 
confianza en las elecciones, que fue 
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parcialmente destruida en 2006. No 
se trató de un acto circense ni menos
aún de un trance de magia, sino de
un largo y tortuoso proceso en el cual 
se transformaron las normas (la Cons-
titución y tres sucesivas leyes regla-
mentarias); se crearon nuevas institu-
ciones (el Instituto Federal Electoral y 
tres tribunales federales distintos); se 
modificaron innumerables instrumen-
tos (desde el padrón hasta las mesas 
directivas de casilla, desde las boletas 
hasta la forma en que se transparen-
taron los resultados); aparecieron iné-
ditas relaciones sociales y políticas (un 
mayor equilibrio entre los partidos); 
se desplegó una intensa movilización 
social a favor del voto libre y secreto; 
cambiaron radicalmente los resulta-
dos electorales, y el mundo de la re-
presentación pasó de ser monocolor 
a pluripartidista. Y en ese proceso, 
de manera paulatina, se fortaleció la
confianza en los comicios. Y por su-
puesto, la deliberación sobre el tema 
fue abundante y expansiva.

O para decirlo de otra manera: has-
ta que los ciudadanos constataron que 
las elecciones eran de verdad, que no 
había ganadores ni perdedores pre-
determinados, que la alternancia en 
todos los niveles era posible y que sólo 
dependía del voto, fue que se ganó la
confianza en la vía electoral y que
la percepción pública transitó de la 
profunda suspicacia a un razonable 
crédito. Y para que ello fuera posible, 
fue necesario modificar las normas, 
las instituciones y las prácticas, cons-
truir un sistema electoral imparcial y 
un sistema de partidos equilibrado, 
de tal suerte que los comicios fueran 
realmente competitivos. Y para ello

se requirió tiempo, ideas, horizonte, 
trabajo, deliberación y concurrencia 
de las más diversas corrientes polí-
ticas.

Y sin embargo, creo que podemos 
coincidir en que ese patrimonio co-
mún fue erosionado en un proceso 
postelectoral (2006) polarizado y ten-
so. No obstante, el ejemplo nos sirve 
para preguntarnos: en el terreno del 
Estado de derecho, de la preocupa-
ción porque ciudadanos y autorida-
des cumplan con la ley, ¿qué debemos 
hacer?

Lo primero que quizás hay que 
enunciar es que el multicitado Estado 
de derecho no se decreta, se constru-
ye. No surge de la noche a la mañana, 
sino que es resultado de un proceso. 
No se trata de una buena nueva, sino 
de una edificación con altos grados de
dificultad y que ningún atajo puede 
sustituir una serie de esfuerzos que 
deben desplegarse en muy diferentes 
planos. El Estado democrático de de-
recho es aquel que puede garantizar 
los derechos (civiles, políticos y socia-
les) de los ciudadanos  y los mecanis-
mos a través de los cuales se pueden 
supervisar y demandar cuentas a los 
poderes públicos. Que “por un lado 
preserva la igualdad política de todos 
los ciudadanos y (por el otro) fija lí-
mites a los abusos del poder estatal y 
privado” (Guillermo O’Donnell. “De-
mocracia y Estado de derecho”, Nexos, 
enero de 2005). Que empapa con la 
deliberación pública los procesos fun-
damentales de la vida política. Fácil 
resulta decirlo, muy complicado edi-
ficarlo. Porque como cualquier otra 
construcción social es imprescindible 
asumir que tiene demasiados flancos.

RESEÑAS409.indd   777RESEÑAS409.indd   777 14/09/2009   03:21:34 a.m.14/09/2009   03:21:34 a.m.



JOSÉ WOLDENBERG778

Revista Mexicana de Sociología 71, núm. 4 (octubre-diciembre, 2009): 775-780553-556

Si lo que en verdad se busca es la 
construcción de un Estado de dere-
cho, una democracia deliberativa, 
algo mucho más complejo y abarcante 
que la confianza electoral, entonces es 
necesario diseñar una estrategia que 
reforme las reglas, las instituciones,
los procedimientos y las prácticas, y 
que por supuesto al mismo tiempo se 
combatan las conductas ilícitas. Pero 
creo que acabo de decir una perogru-
llada.

Por otro lado, los días que corren,
previos a las elecciones federales y lo-
cales del 5 de julio, una ola (qué tan 
grande o qué tan chica no sé) parece
refrescar de mala manera nuestro de-
bate público. Se trata de la propuesta, 
estimulada por destacados periodistas
y algunas organizaciones sociales, de
que lo mejor es acudir a las urnas y 
anular el voto. La tesis que preside esa 
propuesta es que todos los partidos 
son lo mismo y que todos ellos mere-
cen nuestro desprecio. Y que el voto 
nulo —si es masivo—, presuntamente 
los tendrá que llevar a una especie de 
toma de conciencia y por esa vía a su 
reforma.

Se trata en todo caso de una ini-
ciativa que se monta en el enorme
desencanto que parecen generar los 
partidos, los políticos, los parlamen-
tos, y que no ocurre exclusivamente 
en nuestro país. Es una pulsión que se 
expande y que en no pocas latitudes 
ha sido explotada por políticos anti-
políticos. Y no es esto una contradic-
ción. Se trata de un discurso que re-
basa fronteras, que explota el malestar 
con la política y que puede resultar 
disruptivo para la reproducción de
la democracia.

No es éste el lugar para debatir esa 
propuesta, pero la misma me sirve 
para introducir un texto iluminador 
sobre la retórica política antipolíti-
ca (Andreas Schedler, “Los partidos 
antiestablishment político”, pp. 123-
152). Él detecta que a partir de los 
años noventa empezaron a invadir el 
escenario los que denomina “partidos 
antiestablishment político”, cuyo dis-
curso central es el de acusar a los par-
tidos establecidos de formar un “cártel 
excluyente” y “describen gráficamente 
a los funcionarios públicos como una 
clase homogénea de villanos perezo-
sos, incompetentes […]” 

La operación “analítica” (si así se le 
puede llamar) no suele ser demasiado 
sofisticada. Más bien resulta elemental 
y Schedler reconstruye sus principales 
elementos: “Trazan un espacio trian-
gular simbólico mediante la construc-
ción (simultánea) de tres actores y de 
las relaciones entre ellos: la clase polí-
tica, el pueblo y ellos mismos. El pri-
mero representa el villano malvado, 
el segundo a la víctima inocente y el 
tercero al héroe redentor”.

Desde todos los rincones escucha-
mos las alabanzas al pueblo, a la so-
ciedad, como encarnaciones de todo 
lo virtuoso, mientras que los políti-
cos, los partidos, los órganos represen-
tativos son la manifestación del Mal.
“Los partidos antiestablishment po-
lítico (y no sólo ellos) describen un 
conflicto en específico como la divi-
sión fundamental de la sociedad: el 
conflicto entre los gobernados y los 
gobernantes o, alternativamente, el 
conflicto entre público y política, elec-
tores y partidos, ciudadanos y políti-
cos, sociedad y Estado, electorado y 
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elegidos, mayoría (silenciosa) y élite 
[…] sociedad civil y partidocracia”. “El 
atuendo semántico puede variar, pero 
el mensaje básico sigue siendo el mis-
mo: los funcionarios públicos forman 
una coalición antipopular; han dege-
nerado en una clase política.”

Para que esa operación política e 
ideológica pueda abrirse paso se re-
quiere en primer lugar homogeneizar 
a los políticos, verlos como un bloque 
indiferenciable, como una “clase”. Si 
en la política democrática invariable-
mente aparecen un o unos partidos en 
el gobierno y otro u otros en la opo-
sición, el discurso antipolítico afirma 
que esa distinción no resulta significa-
tiva, que son lo mismo. Si en el espectro 
ideológico se reproducen izquierdas
y derechas, desde la visión reduccio-
nista tampoco resultan fundamenta-
les, por el contrario son sólo impostu-
ras que no dejan ver que todos son “la 
misma gata, pero revolcada”. En una 
palabra, para que la pulsión antipolíti-
ca pueda avanzar se requiere primero 
convertir a las diversas opciones en
un conglomerado indiferenciado, y 
luego atribuir a ese monolito todos 
los males que aquejan a la venturosa
y límpida sociedad.

Se trata además de un marco in-
terpretativo que puede ser alimenta-
do con facilidad. “Cada escándalo de 
corrupción, cada estadística de des-
empleo […], cada devaluación de la 
moneda, cada catástrofe natural, cada 
affaire sexual de un ministro […] todos 
esos incidentes aislados se interpre-
tan invariablemente como síntomas 
contundentes, como pruebas convin-
centes del fracaso generalizado de los 
partidos”. Y es que en efecto, una vez 

que se construye el filtro antipolíti-
co para acercarse a la “cosa pública”, 
nunca faltarán episodios para alimen-
tarlo.

El problema mayor reside no sólo 
en que ese código impide descifrar lo 
que realmente sucede en la esfera de 
la política, sino que sigue alimentando 
el desprecio hacia ella.

No se trata de un fenómeno local 
como lo documenta Schedler, sino 
que aparece tanto en sistemas demo-
cráticos consolidados como en de-
mocracias emergentes. Los antipolí-
ticos suelen ser maniqueos (buenos 
contra malos), presentarse con el 
manto de la novedad e incluso de lo 
adánico (lo incontaminado, lo recién 
aparecido), su retórica suele ser gue-
rrera y les gusta presentarse como
víctimas (todos conspiran para des-
truirlos). La palabra mágica es el
cambio (aunque éste sea indetermi-
nado) porque explotan un malestar 
realmente existente; desprecian los 
mecanismos de intermediación por 
ser laberínticos y complejos, apelan 
por ello a las fórmulas simples, con-
tundentes, y muy a menudo persona-
listas, y tratan de exhibir virtudes, nos 
recuerda Andreas Schedler, “prepolí-
ticas como la fuerza y el valor”. No es 
casual que su relato semeje el de atle-
tas y aventureros de alto riesgo.

Pero para lidiar contra los fenóme-
nos de desafección y contra la apa-
rición de pulsiones antipolíticas no
hay exorcistas competentes. Se requie-
re de políticas capaces de fortalecer el 
mundo de las instituciones, de los par-
tidos y de la sociedad civil, que gene-
ran agendas que muestren la producti-
vidad del mundo de la representación 
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y que tiendan puentes eficientes en-
tre los ciudadanos y las instituciones
que ordenan (o desordenan) la vida 
pública. Porque, permítanme la sólo 
aparente paradoja, únicamente desde 
la política se puede combatir a la an-
tipolítica.

Al final la situación es aún más 
difícil que la que creen comprender
los retóricos antipolíticos: creo que los 
nutrientes fundamentales del desen-
canto con las instituciones de la demo-
cracia (partidos, políticos, congresos) 
no son solamente los que se despren-
den de nuestra dinámica política, sino 
los que emanan de las contrahechuras 

de nuestra economía y nuestra socie-
dad: el famélico crecimiento econó-
mico, la oceánica desigualdad social, 
la pobreza expansiva, el déficit en el 
Estado de derecho, la ciudadanía in-
acabada, el comportamiento de los 
medios masivos de comunicación, la 
débil cohesión social, y súmele usted. 
Ahí están, fuera de los estrechos mar-
cos de la vida política, las que creo son 
las causas del profundo desencanto 
que cruza a la sociedad mexicana.

Recordemos: México fue capaz de 
desmontar un sistema de gobierno 
autoritario y de edificar una germinal 
democracia. Nos falta todo lo demás. 
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